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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por el señor defensor del procesado GERMÁN DARÍO MONTAÑO RESTREPO contra el fallo de condena proferido el pasado veinticinco (25) de Octubre de 2006 por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, mediante el cual lo declaró penalmente responsable en el punible de ACCESO CARNAL ABUSIVO CON MENOR DE CATORCE AÑOS y le impuso pena de prisión de treinta y siete (37) meses de prisión, inhabilitación de derechos y funciones públicas por igual lapso y lo condenó al pago por concepto de perjuicios morales a favor de la menor, equivalentes en moneda nacional, a diez (10) s.m.l.m. vigentes para el año 2004.
2.- HECHOS 

Se conocieron por medio del informe presentado por el cuerpo de Policía SIJIN el día dieciocho (18) de noviembre del año 2005, en el que indican que tuvieron conocimiento que la menor C.L.S.CH venía siendo accedida carnalmente por el esposo de una tía, desde mucho tiempo atrás, hasta quedar en embarazo. Señala el informe que según lo manifestado por la víctima, las relaciones sexuales fueron consentidas.

3.- IDENTIDAD 

Se trata de GERMÁN DARÍO MONTAÑO RESTREPO, hijo de Luz Graciela Montaño Restrepo, titular de la c.c. No. 9.764.461 expedida en Belén de Umbría Risaralda, natural de ese mismo municipio donde nació el veinte (20) de febrero de 1976, estado civil casado con MARTHA CECILIA CHIQUITO TREJOS, grado de instrucción quinto de primaria, sin profesión definida.

4.- CARGOS
La Fiscalía Dieciocho Seccional Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Pereira, formuló  cargos en contra de MONTAÑO RESTREPO por el delito de ACCESO CARNAL ABUSIVO CON MENOR DE CATORCE AÑOS, agravado por haber quedado la víctima en embarazo fruto de esa relación y además, cometido en concurso homogéneo, cargos que fueron aceptados por el procesado desde la diligencia de indagatoria, por lo que se acogió a la figura de la sentencia anticipada.

5.- FALLO 

Con fecha veinticinco (25) de Octubre de 2006, el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, condenó a GERMÁN DARÍO a la pena principal de treinta y siete (37) meses de prisión, a la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de de derechos y funciones públicas por igual tiempo, lo mismo que al pago de perjuicios morales en favor de la víctima. No le concedió el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la sentencia. 

6.- RECURSO

Inconforme con esa determinación, el defensor del procesado argumentó que a su representado se le debió conceder la rebaja de la mitad (1/2) de la pena establecida, de conformidad con lo estipulado en el articulo 351 de la ley 906 de 2004 en virtud del principio de favorabilidad, como quiera que la aceptación de los cargos ocurrió desde el momento mismo de la  indagatoria, cuestión a la que no accedió el a quo por considerar la gravedad del ilícito y la magnitud del perjuicio ocasionado a la niña, posición que considera desacertada habida consideración a que los factores de ponderación de la pena son de aplicación diferente al porcentaje del descuento que pregona la ley 906 de 2004.
Observa con extrañeza que mientras que para el momento dosificar la pena, el sentenciador de primer grado partió del mínimo atendiendo los factores de ponderación, para lo cual tomó en cuenta que las relaciones fueron consentidas, que el procesado no registra antecedentes penales y que colaboró con la justicia aceptando los cargos, ya al momento de estudiar la concesión de la rebaja de pena se apartó de su inicial criterio al considerar la conducta muy grave. 

Finalmente, sostiene el defensor que de concedérsele a su representado la rebaja de pena invocada, procedería la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por lo cual solicita su concesión. 

7.- Para resolver, SE CONSIDERA

Son dos las situaciones que motivan la revisión de la sentencia proferida por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, contra el señor GERMÁN DARÍO MONTAÑO RESTREPO a saber: la primera, que en virtud del principio de favorabilidad -retroactiva- se conceda el descuento de hasta la mitad (1/2) de la pena consagrada en el artículo 351 de la ley 906 de 2004, por haber aceptado los cargos en la diligencia de indagatoria; la segunda, que como consecuencia de la concesión de la rebaja a que tiene derecho, se conceda al procesado la suspensión condicional de la ejecución de la sentencia, por el quantum de la pena.

Lo primero es recordar que como se trata de un asunto cuya instrucción y juzgamiento correspondió adelantarse bajo los postulados de la ley 600 de 2000, la figura por la cual optó el procesado, esto es, la sentencia anticipada (Art. 40), consagra la procedencia del recurso de apelación bajo unos parámetros bien definidos, pues puede ser interpuesto por el Fiscal General de la Nación o su delegado, el Ministerio Público, el procesado y su defensor: respecto de la dosificación de la pena, de los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y la extinción del dominio sobre bienes. Luego entonces, bajo esta premisa normativa, observamos que el recurso de alzada que aquí se analiza contra la sentencia anticipada proferida en contra de MONTAÑO RESTREPO, es procedente porque el objeto del mismo versa sobre temas permitidos. 

El primer punto objeto de inconformidad, apunta a una redosificación de la pena que incluya el reconocimiento de una rebaja de hasta la mitad de la pena (50%), en virtud de la aplicación del principio de favorabilidad, ya que a la luz de los artículos 351, 352 y 356 de la ley 906 de 2004, su regulación resulta más benéfica para los intereses del procesado que la señalada en el artículo 40 de la  ley 600 de 2000. 

Al respecto, el artículo 29 de la Constitución Política consagra la posibilidad de aplicar la norma más favorable, aun cuando sea posterior a la restrictiva o desfavorable, en aquellos casos en los cuales los efectos jurídicos de la norma que no regía al momento de la estructuración de los supuestos de hecho, resulten más benéficos para el procesado.

Sobre el caso bajo estudio, ya la Sala ha tenido la oportunidad de pronunciarse en punto a la aplicación del principio de favorabilidad de la ley 906 de 2004 a eventos de la ley 600 de 2000 y en atención a lo señalado en la Sentencia T-091 de 2006 de la H. Corte Constitucional, cuando estableció:

El artículo 40.4 de la Ley 600 de 2000 establece que: “el juez dosificará la pena que corresponda y sobre el monto que determine hará una disminución de una tercera parte de ella por razón de haber aceptado el procesado su responsabilidad”. Por su parte el artículo 288.3, de la nueva normatividad, que para efectos de punibilidad remite al 351, establece que: “La aceptación de los cargos determinados en la audiencia de formulación de imputación, comporta una rebaja de hasta la mitad de la pena imponible…”. (Subrayas fuera del original)

Si se observan aisladamente los rangos punitivos establecidos en una y otra normatividad para el mismo supuesto, vale decir el allanamiento a los cargos en el momento de su formulación: “una tercera parte” (Ley 600/00) y “de hasta la mitad” (Ley 906/04) de la pena imponible, podría pensarse que no comportan favorabilidad por cuanto una rebaja de “hasta la mitad” podría eventualmente ser equivalente a “una tercera parte”.

Sin embargo, para determinar la favorabilidad en abstracto, es preciso abordar el tema con una visión sistemática, y de conjunto de los diferentes rangos de descuento punitivo que la nueva normatividad establece, vinculando su magnitud a los estadios en que se produce el allanamiento a los cargos: (i) una rebaja de hasta la mitad de la pena imponible cuando el evento se produce en la audiencia de formulación de la imputación (Arts. 288.3 en c.c. con el 351); (ii) una rebaja de hasta una tercera parte de la pena a imponer, cuando el mismo evento se produce en desarrollo de la audiencia preparatoria (Art. 356.); (iii) un descuento de una sexta parte, cuando ocurre en el juicio oral (Art. 367 inc. 2°).  Cuanto más distante se encuentre el proceso del juicio, el allanamiento genera un mayor reconocimiento punitivo.

Advierte la Sala que, en los dos primeros eventos, que establecen un descuento ponderado de “hasta la mitad” y de “hasta la tercera parte”, las normas respectivas no contemplan un límite mínimo que complemente el correspondiente rango. Ello no obsta para que una visión sistemática y de conjunto de los tres niveles de descuento, permita establecer que los extremos inferiores de los rangos están determinados por el límite superior previsto para el descuento aplicable en la fase subsiguiente en que éste procede, es decir que se encuentran recíprocamente delimitados, así, 

(i) El allanamiento en la audiencia de formulación de imputación amerita un descuento de una tercera parte, “hasta la mitad” de la pena.

(ii) El allanamiento que se produzca en la audiencia preparatoria genera un descuento de una sexta parte, “hasta la tercera parte de la pena”.

(iii) El allanamiento producido al inicio del juicio oral, origina un descuento de “la tercera parte” de la pena. En este caso el legislador previó un descuento fijo.

Esta conformación de los rangos es compatible, no solamente con una visión integrada de las normas que regulan la materia, sino con el criterio de política criminal que subyace al instituto, consistente en que el tratamiento punitivo más benigno es directamente proporcional al mayor ahorro en recursos investigativos del Estado. Así, no sería razonable, atendiendo los fines de la institución, prever el mismo descuento para quien acepte los cargos en la audiencia de formulación, que para quien lo haga cuando el proceso ya se encuentra más avanzado: en la audiencia preparatoria, o en el juicio oral. 

Cotejando en abstracto, los sistemas de descuento punitivo previstos en una y otra normatividad para el mismo supuesto de hecho, resulta más permisivo el contemplado en la Ley 906/04, en cuanto permite un mayor rango de movilidad del aplicador para determinar el descuento punitivo, particularmente en relación con quien se allana en la diligencia de formulación de cargos.”
Fijados así el parámetro jurisprudencial que atañe al tema que nos ocupa, entraremos a analizar si le asiste o no razón al impugnante al deprecar su aplicación en este caso.
Tal como lo afirma el señor defensor, su representado GERMÁN DARÍO MONTAÑO RESTREPO se acogió a la figura de sentencia anticipada desde la diligencia de indagatoria (fol. 42 C.O.I), lo que conforme con los derroteros fijados en el precedente jurisprudencial, lo ubica en el acto correspondiente a la formulación de imputación regulada por la ley 906 de 2004 y, por ende, le permite la posibilidad  de acceder a un descuento de hasta la mitad de la pena, atendiendo al principio de favorabilidad.
Al tratarse de un mismo fenómeno procesal, con un tratamiento más benigno en la legislación sobreviviente -sucesión de leyes en el tiempo o simultaneidad en su vigencia-, en donde una de ellas es más favorable al acusado en un aspecto sustancial, debe ser aplicada en virtud del citado principio constitucional (art. 29). Lo anterior se explica, porque véase cómo el artículo 351 de la legislación en cita, consagra que la aceptación de los cargos determinados en la audiencia de formulación de la imputación, comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena imponible, lo cual se traduce en que si la aceptación se efectúa en este primer momento procesal, es perfectamente viable la concesión que se ha solicitado. En esos términos, y para los casos ocurridos en vigencia de la ley 600 de 2000, si la aceptación de los cargos se produce en la diligencia de indagatoria -primer contacto del procesado con el proceso-, indudablemente dicha situación es equivalente a la diligencia de formulación de la imputación en la ley 906, razón suficiente para dar el mismo tratamiento a quienes han aceptado los cargos en una u otra legislación.

PORCENTAJE A DISMINUIR EN EL CASO ESPECÍFICO:
Lo primero a indicar, es que no es fácil la definición del porcentaje de disminución porque la jurisprudencia de ambas Cortes no es coincidente en la materia. En efecto, mientras en la Sentencia  T-091/06 que venimos comentando, se dice textualmente que: 
[…] como la rebaja de pena por aceptación de cargos debe deducirse luego de que el sentenciador ha calculado la pena a imponer dentro de los márgenes del cuarto de movilidad que corresponda y teniendo en cuenta los criterios de individualización establecidos en el artículo 61.3 del Código Penal sustantivo, la determinación de la rebaja de pena dentro de los límites mínimo y máximo de cada rango, tendrá que calcularse atendiendo también los factores que tuvo en cuenta el fallador para establecer el quantum punitivo
. 

Ello implica que para determinar si se impone o no la aplicación retroactiva de la rebaja de pena prevista en el Art.351 L.906/04, a procesos rituados bajo la Ley 600 de 2000, en los cuales el procesado se hubiere acogido a sentencia anticipada, debe efectuarse, en cada caso, el pronóstico de la rebaja ponderada que correspondería aplicar conforme a los criterios que rigieron el proceso de individualización de la pena impuesta, para establecer si en efecto la nueva opción resulta más favorable al sentenciado que la aplicada conforme a la ley 600/00. No basta acudir de manera simple al máximo previsto en la nueva disposición (“hasta la mitad”); la fórmula ponderada por la que optó el legislador impone extender al cálculo del monto de la rebaja los criterios que rigieron la determinación de la pena.

Por su parte, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema ha sido enfática en que esa ponderación para el descuento de “hasta el 50%” no debe tener en consideración factores como el de la gravedad de la conducta ilícita, pues eso iría en contravía del principio universal del non bis in idem. Textualmente se dijo en reciente pronunciamiento:

En efecto, palmario resulta que valorar la “gravedad de la conducta” para no conceder al procesado la rebaja máxima de la mitad de la pena, sino sólo del cuarenta por ciento (40%) de la misma, quebranta el principio non bis in ídem, pues supone la valoración de la misma situación dos veces, en manifiesto detrimento de los intereses del incriminado. La primera, cuando una vez establecido el respectivo cuarto de movilidad punitiva, el funcionario se alejó del extremo mínimo de pena al ponderar la gravedad de la conducta. La segunda, cuando el mismo factor es tenido en cuenta para que el monto de la disminución de la sanción no sea el máximo dispuesto en la ley, sino de un diez por ciento (10%) menos de este.

Entiende el Tribunal, que el Juez de primer grado seguramente tuvo en mente para su determinación lo referido por la Corte Constitucional, aunque llevó al extremo ese entendimiento pues utilizó la gravedad del ilícito para negar toda posibilidad de aplicar el principio de favorabilidad, lo cual tampoco fue el verdadero sentido de la sentencia T-091/06. 
En este momento, esta Sala de Decisión pretende resaltar que en el caso concreto existen factores en pro y otros en contra que deben ser ponderados para efectos de definir cuál debe ser ese porcentaje que descuento por favorabilidad que debe oscilar, como se dijo, entre 1/3 y 1/2 de la pena impuesta. En ese sentido se tiene:
No se puede pasar por alto que aquí no se presentó un sorprendimiento en flagrancia ni una captura consecuencial a ese sorprendimiento, los hechos se vinieron a saber mucho tiempo después por el embarazo de la niña y la consiguiente versión de la afectada ante sus progenitores. Tampoco se puede pasar inadvertido, que aquí hubo confesión en la primera intervención del procesado, pero que esa confesión ya recibió un condigno descuento de conformidad con la normatividad procesal anterior, es decir, una rebaja que fue acumulada a la que correspondía por la sentencia anticipada.

Precisamente este último punto es el que venía dando sustento a la tesis inicial de este Tribunal, en el sentido de ser necesario negar la favorabilidad en el tema de la figura de la terminación anticipada, porque de hecho se daba lugar a una injusticia si se comparaban las consecuencias finales entre un infractor penal con el anterior sistema, frente a uno del nuevo sistema, pues obsérvese que mientras el procesado con la ley anterior no tenía que soportar los incrementos de la Ley 890 de 2004, y además le sumaban al beneficio por terminación anticipada el de la confesión, aquellos procesados con el sistema nuevo se les incrementaba la pena por la Ley 890 y no tenían ningún beneficio adicional por la confesión, pues esta dejó de existir. Esa desigualdad, repetimos, era lo que nos hacía pensar que una favorabilidad en esta materia era totalmente improcedente e inconveniente.

Por supuesto, ese entendimiento tuvo que cambiar a raíz de la decisión adoptada por el órgano de cierre Constitucional, contenido en la T-091/06, sin que por supuesto el pensamiento de fondo que nos preocupa haya perdido su razón de ser, antes por el contrario, en este mismo fallo de tutela refuerza nuestro pensamiento cuando la misma Corte Constitucional aclara:

En el nuevo sistema la aceptación unilateral de los cargos conduce a una sentencia condenatoria, por lo que tiene como presupuesto la confesión simple del imputado o procesado. Debe aclarase que se trata de una idea de confesión en sentido natural, como admisión de cargos sin condicionamiento alguno, no en sentido probatorio, por cuanto la confesión no constituye un medio de prueba en el nuevo sistema. 

(…)

En segundo lugar, no puede perderse de vista que conforme al sistema contemplado en la Ley 600 de 2000, la rebaja de una tercera parte por sentencia anticipada, podía concurrir si se daban los presupuestos legales para el efecto con la rebaja por confesión (una sexta parte de la pena Art. 283). Esta posibilidad no existe en la nueva regulación en la que la confesión desaparece como medio de prueba. Este factor, también puede ser valorado como criterio de política criminal que podría tener incidencia en el incremento de los descuentos por allanamiento a los cargos.

Es decir, la misma alta Corporación reconoce el evidente desequilibrio y llama la atención sobre ello para que los Jueces al momento de ponderar el porcentaje a reconocer tengan en cuenta todas esas circunstancias. 

Y precisamente eso es lo que hará el Tribunal en esta ocasión, para decir que es comprensible la posición adoptada por el Juez a quo, al no conceder el máximo descuento del 50% solicitado por el señor apoderado recurrente, sino el 40%; empero, de todas formas hay lugar a un porcentaje mayor habida consideración a que ahora ya es inatendible el argumento de la gravedad del ilícito como lo ha pregonado la Sala de Casación Penal y que lamentablemente fue el único factor tenido en consideración por el a quo en su análisis. Por lo tanto, se dará lugar a un porcentaje mayor, concretamente del 45% (que equivale a 27 meses con respecto a los 60 meses que le sirvieron de base al fallador para su dosificación), lo que se estima más acorde al caso singular analizado según se expuso en precedencia.
Una vez establecida la cantidad de pena a disminuir, debe aplicarse lo dispuesto en el artículo 481 de la Ley 600 de 2000, en cuanto señala que: “La reducción de las penas por trabajo y estudio, al igual que cualquier otra rebaja de pena que establezca la ley, se tendrá en cuenta como parte cumplida de la pena impuesta o que pudiere imponerse” (el mismo contenido normativo es reproducido en el artículo 472 de la Ley 906 de 2004)

Así las cosas, debe tenerse en cuenta que la pena finalmente aplicada al procesado fue la de treinta y siete (37) meses de prisión, lo que surgió luego de haberse reconocido el descuento por confesión y lo que estimó aplicable por acogimiento a sentencia anticipada. Significa lo anterior, que en aquella ocasión se le disminuyeron veintitrés (23) meses por la terminación anticipada, por tanto, los cuatro (04) meses adicionales que ahora se le conceden, deberán abonarse como pena cumplida, previa aclaración en el sentido que la pena que descuenta el recluso debe ser la misma que originalmente le impuso el Juzgado del conocimiento (37 meses de prisión). Iguales criterios rigen para la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas.
SUBROGADO
Es necesario precisar aquí, que así dejáramos de lado el criterio de la Corte según el cual lo aquí reconocido por favorabilidad se debe tener en cuenta no como disminución de pena sino como pena efectivamente cumplida, con el único y exclusivo fin de considerar que la pena a imponer debería ser de apenas treinta y tres meses, es decir, inferior a los 36 meses como requisito objetivo para la concesión del subrogado de la condena de ejecución condicional, de todas formas eso no permitiría indefectiblemente, para el caso concreto, la concesión del beneficio liberatorio que ha solicitado la parte recurrente.

Y así es, porque el Tribunal considera, que la conducta investigada es sumamente grave y no hay lugar a tener satisfecho el requisito subjetivo al que hace alusión el dispositivo 63 del Código Penal.

Nos encontramos frente a una conducta de significativo reproche social, ya que se abusó sexualmente de una menor de edad, con quien además el procesado tenía estrecha cercanía familiar, pues se trata de la sobrina de su esposa y como si fuera poco, a tal situación sobrevino el estado de embarazo en la víctima del ilícito.

No se comparten los argumentos del señor defensor en lo que tiene que ver con el consentimiento de la víctima, porque muy a pesar de que como lo sostuvo el fallador de primer grado al hacer el análisis del caso, las relaciones sexuales fueron consentidas, esa circunstancia por sí sola no desdibuja la tipicidad del comportamiento, antes bien, es situación irrelevante en materia jurídico penal cuando se trata de persona con inferioridad síquica. 
El grado de reproche que esa acción generó en el conglomerado, fue demasiado alto como pensar en el aludido beneficio. Se mantiene por tanto la Sala en el criterio que la situación particular amerita el cumplimiento efectivo de la pena de prisión impuesta.
En mérito de lo argumentado, la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

Falla:
PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de condena proferida por Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta capital, objeto de apelación, pero SE MODIFICA de conformidad con los siguientes numerales:

SEGUNDO: Se RECONOCE al señor GERMÁN DARIO MONTAÑO RESTREPO un descuento punitivo adicional al otorgado al acogerse a sentencia anticipada, así, la rebaja punitiva será del orden de un cuarenta y cinco (45%) por ciento, de conformidad con el contenido del artículo 351 de la Ley 906 de 2004. Por este concepto, el sentenciado accede a un nuevo descuento punitivo de cuatro (04) meses de prisión, los que en virtud de lo dispuesto en el artículo 481 de la Ley 600 de 2000, deberán ser abonados como PENA CUMPLIDA por parte del interno; igual para la pena accesoria.
TERCERO: DECLARAR que la pena que debe seguir descontando el señor MONTAÑO RESTREPO, es la que inicialmente le impuso el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, es decir, TREINTA Y SIETE (37) MESES DE PRISIÓN. Por igual lapso será la sanción accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas. 
Notifíquese Y cúmplase
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

            LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Esos factores son la mayor o menor gravedad de la conducta, el daño real o potencial creado, la naturaleza de las causales que agraven o atenúen la punibilidad, la intensidad del dolo, la preterintención o la culpa concurrentes, la necesidad de pena y la función que ella ha de cumplir en el caso concreto, en la tentativa el mayor o menor grado de aproximación al momento consumativo, y en la complicidad el mayor o menor grado de eficacia de la contribución o ayuda (Art. 61 CP).


� C.S.J., Sentencia del 21 de febrero de 2007, Rad. 25.726, M.P. Marina Pulido de Barón.


� Se atiende en este sentido la posición fijada por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación penal en auto de segunda instancia del 18 de octubre de 2005, Rad. 24.196, M.P. Marina Pulido de Barón, en los siguientes términos: “(…) Como el artículo 70 de la ley 975 de 2005 concede un descuento similar a aquel a que hacen referencia las decisiones transcritas, el manejo debería ser el mismo. No obstante, la Sala considera que la razón estaba de parte de quienes aclararon el voto en la última providencia, porque el inciso final del artículo 481 del Código de Procedimiento Penal del 2000 (similar al 629 del Decreto 050 de 1987) dispone: La reducción de penas por trabajo y estudio, al igual que cualquier otra rebaja de pena que establezca la ley, se tendrá en cuenta como parte cumplida de la pena impuesta o que pudiera imponerse (Negrillas de la Sala). El mandato es claro: cualquier disminución de pena prevista por el legislador debe ser aplicada en las mismas condiciones dadas para los descuentos por trabajo y estudio, esto es, no afectará ni la sanción prevista en el tipo ni la dosificada por el juez, sino que será abonada al penado como si ya la hubiera cumplido. Un argumento adicional para esta postura surge de que tal interpretación resulta benéfica para el condenado. En efecto, tratándose de garantías como permisos de fin de semana y libertad condicional, entre otras, que exijan el cumplimiento de un determinado porcentaje de la sanción impuesta, resulta provechoso lograr el mismo de la base inicial, que es mayor, que de aquella obtenida luego de aplicarle la rebaja. (…)”





Página 10 de 10

